
















































































 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE NORTE DE SANTANDER 
San José de Cúcuta, diecinueve (19) de febrero de dos mil veintiuno (2021) 

Magistrado Ponente: Edgar Enrique Bernal Jáuregui 
 

 
RADICADO: 54-001-23-33-000-2020-00012-00 

ACCIONANTE: LUIS ALFREDO VARGAS TORRES  

COADYUVANTE PARTE 

ACCIONANTE: 

EDWARD GABRIEL CARDENAS MONCADA 

PARTE DEMANDADA: LUIS ALEJANDRO CASTELLANOS CARDENAS 

IMPUGNANTE PARTE 

DEMANDADA: 

LUIS JESUS BOTELLO GOMEZ 

INTERVINIENTE: CONSEJO NACIONAL ELECTORAL 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD ELECTORAL 

 

Corresponde pronunciarse acerca de la solicitud de aclaración y adición elevada 
por la parte demandada, frente a la sentencia de primera instancia dictada por 

esta Corporación, el pasado 14 de enero de 2021. 
 

1. ANTECEDENTES 
 
La Sala de Decisión 002 de la Corporación profirió sentencia de primera instancia 
dentro del proceso de la referencia (PDF. 062.20-012 (ELECTORAL) CONCEJO 
DE CUCUTA  - SENTENCIA - SALA 14-01-21), tomando las siguientes 
determinaciones en su parte resolutiva: 
 

“PRIMERO: DECLARAR LA NULIDAD del acto administrativo contenido en el acta parcial de 

escrutinio E-26 CON del 18 de noviembre de 2019, suscrito por los miembros de la Comisión 
Escrutadora de la Registraduría Nacional del Estado Civil, Delegados del Consejo Nacional 
Electoral en el Departamento Norte de Santander, únicamente en lo relativo a la elección del 

señor LUIS ALEJANDRO CASTELLANOS CÁRDENAS identificado con la cédula de 
ciudadanía No. 88.237.564, como Concejal del Municipio de San José de Cúcuta, en 

consecuencia se ordena la cancelación de la credencial como Concejal del Municipio de 

San José de Cúcuta del señor LUIS ALEJANDRO CASTELLANOS CÁRDENAS, en los 
términos del numeral segundo del artículo 288 del CPACA, de conformidad con lo expuesto en 
la parte motiva de la presente providencia.  
 

SEGUNDO: ACEPTAR la renuncia de la calidad de coadyuvante de la parte accionante, 
presentada por el señor Edward Gabriel Cárdenas Moncada. 
 

TERCERO: Efectuar las anotaciones correspondientes en el programa “Justicia Siglo XXI” y 

ejecutoriada esta providencia ARCHIVAR el expediente”.  
 

Respecto a la anterior decisión, el señor LUIS ALEJANDRO CASTELLANOS 

CÁRDENAS, demandado, solicitó su aclaración (PDF. 064SolicitudAclaracion 20-
00012), con fundamento en lo siguiente:  
 

“(..) si yo celebro un contrato consensuado antes del 27 de octubre del año 2018, donde se me 
expide una disponibilidad presupuestal el 25 de octubre del año 2018, siendo la entidad 
contratante una empresa industrial y comercial del Estado, donde no se rige por la ley 80 de 
1993, por que se me aplica el rasero de las inhabilidades de la Ley 617 del 2000? Como lo 
expresan ustedes en la Sentencia, le ruego al Magistrado Sustanciador y a los demás 
miembros de la Sala se me aclare dicha situación (..) si yo realizo un acto consensuado antes 
del periodo inhabilitante la celebración del contrato como tal no tiene por qué tenerse en cuenta 
para la inhabilidad que predica la Ley 617 del 2000 y que en este caso nos ocupa”.  

 
A su vez, la parte demandante presenta solicitud de rechazo de la solicitud de 
aclaración por extemporánea (PDF. 066MemorialDte 20-00012). 
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2. CONSIDERACIONES 
 

2.1. Marco jurídico 
 
Inicialmente, resulta importante señalar que el artículo 285 del CGP, aplicable al 
caso por virtud del artículo 306 del CPACA, sobre la aclaración de providencias 
dispone lo siguiente: 

 
“ARTÍCULO 285. ACLARACIÓN. La sentencia no es revocable ni reformable por el juez que la 

pronunció. Sin embargo, podrá ser aclarada, de oficio o a solicitud de parte, cuando contenga 

conceptos o frases que ofrezcan verdadero motivo de duda, siempre que estén 
contenidas en la parte resolutiva de la sentencia o influyan en ella. 
 
En las mismas circunstancias procederá la aclaración de auto. La aclaración procederá de oficio 
o a petición de parte formulada dentro del término de ejecutoria de la providencia. 
 
La providencia que resuelva sobre la aclaración no admite recursos, pero dentro de su 
ejecutoria podrán interponerse los que procedan contra la providencia objeto de aclaración. (..)”.  
(Subrayado fuera del texto) 

 
Al respecto, el tratadista Hernán Fabio López Blanco

1
, ha precisado lo siguiente: 

 

“Para que pueda aclararse una sentencia es menester que en la parte resolutiva de ella se 
encuentren conceptos que se presten a interpretaciones diversas o que generen incertidumbre, 
o que estén en la parte motiva pero tengan directa relación con lo establecido en la resolutiva. 
 
Pone de presente lo anterior que, ante todo, debe mirarse si la duda o confusión surgen de la 
parte resolutiva, pues si ésta es nítida, clara, así en la motiva puedan darse esas fallas, la 
aclaración no es pertinente porque únicamente procede entrar a realizar precisiones acerca de 
la parte motiva cuando la resolutiva se refiere a ella y de la remisión surge duda, como 
acontecería, por ejemplo, si en aquella se dice que se condena a pagar los intereses desde la 
presentación de la demanda y en la resolutiva se menciona que éstos se pagan, tal como se 
dijo en la parte motiva, desde la ejecutoria del fallo. 
 
La petición de aclaración debe interponerse dentro del término de ejecutoria y aun cuando en 
sentido estricto objetivamente la conducta de la parte en nada difiere de la interposición de la 
reposición, dado que este recurso no está previsto con fines de aclaración, no debe emplearse 
tal expresión. (...)”. 

 

De la lectura detallada de lo transcrito se desprende claramente, que para 
conservar la seguridad de las decisiones, se ha establecido que las providencias 
son intangibles o inmutables por el mismo juez que las dictó, por lo que no se 
pueden reformar y mucho menos revocar, y solamente en circunstancias 
determinadas en el ordenamiento jurídico puede aclararse, corregirse o 
adicionarse, esto es, que exista la necesidad de dar claridad a aspectos 
contenidos en la parte motiva que en la forma como quedaron plasmadas pueden 
generar duda en su aplicación, que se reflejan en la resolutiva, o de adicionar 
temas que se plantearon pero que no fueron decididos.  
 
Sin embargo, es claro que estos instrumentos jurídicos no pueden ser utilizados o 
servir de excusa o achaque para que las partes o el Juez abran nuevamente el 
debate probatorio o jurídico ya analizado y decidido en el proceso. 
 

2.2. Procedencia de la solicitud. Caso concreto. 
 

                                                           
1
 Hernán Fabio López Blanco. Instituciones de Derecho Procesal Civil Colombiano. Tomo I. Parte General. 

Undécima Edición. DUPRE Editores. 2012. 
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Respecto a la procedencia de la solicitud, la Sala advierte que la petición de 
aclaración elevada proviene de la parte demandada, quien se encuentra 
legitimada para deprecarla. 
 
No obstante, en cuanto a la oportunidad, es de suma importancia destacar que el 
artículo 290 de la Ley 1437 de 2011 –CPACA-, norma especial aplicable a los 
procesos de nulidad electoral, contempla lo siguiente: 
 

“ATÍCULO 290. ACLARACIÓN DE LA SENTENCIA. Hasta los dos (2) días siguientes a aquel 
en el cual quede notifica <sic>, podrán las partes o el Ministerio Público pedir que la sentencia 
se aclare. La aclaración se hará por medio de auto que se notificará por estado al día siguiente 
de dictado y contra él no será admisible recurso alguno. En la misma forma se procederá 
cuando la aclaración sea denegada”. 

 
En el asunto en concreto, se observa que el fallo objeto de aclaración fue 

notificado personalmente mediante mensaje dirigido al buzón electrónico el 2 de 

febrero de 2021 (PDF 063NotificaciónFallo), lo que implica que la parte tenía 

hasta el 4 de febrero del año en curso para solicitar su aclaración. 
 

Así las cosas, como quiera que la petición de aclaración fue enviada mediante 

correo electrónico del 5 de febrero de 2021 (PDF 064SolicitudAclaracion 20-
00012), deviene a todas luces en extemporánea. 
 
En este orden de ideas, se considera no hay lugar a acceder a la petición, toda 
vez que la norma aplicable es claro cuando indica que se podrá pedir la aclaración 
de la sentencia sólo dentro de los dos (2) días siguientes a su notificación, tiempo 
que ya se encontraba cumplido para la fecha en que se presentó la solicitud; así 
mismo, no estamos frente a un caso de error aritmético, ni de omisión o cambio 
de palabras o alteración de estas, siempre que estén contenidas en la parte 
resolutiva o influyan en ella. 
 
Finalmente, no sobra recordar, respecto al motivo de la aclaración de la sentencia, 
sobre la aplicación de la Ley 617 de 2000 a la situación particular analizada en la 
sentencia dictada dentro del presente proceso, que a efecto de solucionar el 
problema jurídico concretado en la etapa de fijación del litigio, consistente en 
“determinar si se encuentra viciada la elección del señor LUIS ALEJANDRO 

CASTELLANOS CÁRDENAS como Concejal electo del Municipio de San José de 
Cúcuta, para el periodo constitucional 2020-2023, por la causal subjetiva de 
anulación invocada en la demanda, contemplada en el numeral 5 del artículo 275 
del CPACA, de encontrarse incurso en la causal de inhabilidad contemplada en el 
numeral 3 del artículo 43 de la Ley 136 de 1994, modificado por el artículo 40 de 
la Ley 617 de 2000”, la Sala realizó las consideraciones jurídicas y fáctico 
probatorias pertinentes y suficientes en la parte motiva de la providencia que 
dirimió de fondo el asunto, como lo es el régimen de inhabilidades y marco jurídico 
de la inhabilidad por intervención en la celebración de contratos que se aplicó en 
el caso en concreto, y de las cuales no se observa contengan conceptos o que se 
presten a interpretaciones diversas o que generen incertidumbre, tal y como lo 
exige el artículo 285 del CGP para su procedencia. 
 
Del mismo modo, las decisiones adoptadas por la Corporación en la parte 
resolutiva de la sentencia, guardan armonía con la tesis asumida en el presente 
caso en cuanto a que el demandado está incurso en la inhabilidad por 
intervención en la celebración de contratos contemplada en el numeral 3 del 
artículo 40 de la Ley 617 de 2000. 
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En esa medida, no encuentra la Sala que exista necesidad de aclaración sobre el 
punto planteado por la parte demandada. 
 
Esta providencia se profiere utilizando los medios virtuales tecnológicos, en 
implementación del uso de las Tecnologías de la Información y las 
comunicaciones (TICS), en virtud de lo dispuesto por el Decreto Legislativo 806 
del 4 de junio de 2020

2
, en concordancia con el Acuerdo PCSJA20-11581 del 27 

de junio de 2020
3
 del CSJ. 

 
Por lo anterior, el Tribunal Administrativo de Norte de Santander,  
 

R E S U E L V E 

  

PRIMERO: RECHAZAR, por extemporánea, la solicitud de aclaración de 
sentencia elevada por la parte demandante, conforme lo expuesto en 
precedencia.  
 

SEGUNDO: Ejecutoriada esta providencia, procédase, ingresar inmediatamente el 
expediente al Despacho para proveer sobre eventual alzada interpuesta contra la 
sentencia de primera instancia. 

 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE 
 (La anterior providencia fue aprobada en Sala Virtual Oral de Decisión Nº 2 del 19 de febrero de 2021) 

 
 

 

 

 
CARLOS MARIO PEÑA DIAZ 

Magistrado 

 

 
ROBIEL AMED VARGAS GONZÁLEZ 

Magistrado    
 

                                                           
2
 Gobierno Nacional, Ministerio de Justicia y del Derecho, “Por el cual se adoptan medidas para implementar 

las tecnologías de la información y las comunicaciones en las actuaciones judiciales, agilizar los procesos 
judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, en el marco del Estado de 
Emergencia Económica, Social y Ecológica. 
3
 Consejo Superior de la Judicatura. “Por el cual se dictan disposiciones especiales sobre el levantamiento de 

términos previsto en el Acuerdo PCSJA20-11567 de 2020”. 


